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TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA

SUBSECRETARÍA LEGAL Y TÉCNICA  

           NEUQUEN


Neuquén, 09 de noviembre de 2010.-

SEÑOR PRESIDENTE:


Se solicita a esta Subsecretaría Legal y Técnica se expida en las presentes actuaciones en las que el Dr. Di Maggio, agente fiscal de este Poder Judicial, reclama una audiencia personal con los Sres. vocales y una reclamación por daños sufridos en su automóvil particular en ocasión de un operativo.

-I-

ANTECEDENTES

1. El día 24/09/10 el Dr. Ignacio Di Maggio, agente fiscal de este Poder Judicial, hace una presentación ante el Sr. Fiscal del T.S.J. Solicita dos cosas.

En primer lugar, un resarcimiento por daños sufridos en su vehículo particular durante un operativo oficial en que participó. Brevemente, expresa que en oportunidad en que se hallaba de turno, fue informado –a las 01:50 hs. de la madrugada- que se había colocado un artefacto explosivo en el sitio “Casino Magic”. Que, cuando se retiraba del lugar, constata que su vehículo particular –Ford Focus, dominio HAY-048-, estacionado frente al establecimiento, había sufrido la rotura de su espejo retrovisor. Hace un cálculo de los daños ($ 1.818,80) y acompaña un presupuesto (sub fs.01/02). 

En segundo término, pide una audiencia personal con los señores vocales del T.S.J. El motivo es su preocupación ante expresiones de abogados del foro, en cuanto a su intervención en el expte. I.P.F. N° 17.519 caratulados “SUPERINTENDENCIA DE FISCALÍA DE CÁMARA S/FORMACIÓN DE ACTUACIONES, en trámite ante el Equipo Fiscal N° 5.

2. El día 27/09/10 el Fiscal ante el T.S.J. remite las actuaciones a efectos de ser tratadas en Acuerdo Administrativo.

3. El día 26/10/10, y luego de haber tomado conocimiento los Sres. vocales, se remiten las actuaciones a la Subsecretaría para emitir dictamen.

-II-

EXAMEN DE LA CONSULTA

4. En primer lugar se aborda la reclamación resarcitoria del Dr. Di Maggio.

Esta Subsecretaría entiende que no se encuentran fundamento para que el Estado provincial haga lugar al resarcimiento reclamado, por las razones que se exponen a continuación.

a) En el escrito de presentación no surgen elementos que permitan inferir que el Estado provincial es el autor del daño ocasionado, por lo que no se corresponde asumir la responsabilidad patrimonial del hecho.

En nuestro ordenamiento jurídico se atribuye responsabilidad patrimonial a las personas que causan un perjuicio (cfr. art. 1109
), o bien, cuando el daño es producido por dependientes o por quienes existe una obligación de responder (cfr. art. 1113
, 1114
 y demás casos previstos en el mismo capítulo y en los siguientes del Código Civil).

Del relato sobre como se habría producido el daño resulta que habría sido ocasionado por un tercero sobre cuyos hechos el Estado no tiene obligación de responder, conforme con la causal prevista en el art. 1113 del Código Civil.

Por lo demás, no existe un vínculo contractual que pueda alegarse en razón del cual el Poder Judicial –como empleadora- haya asumido la responsabilidad de velar por la indemnidad de los bienes personales utilizados por el personal judicial en ejercicio de sus funciones.

Sin duda que resulta lamentable el daño sufrido por el Sr. fiscal. Pero que el Estado provincial asuma su reparación sería reconocer que existe un deber jurídico de responder por los daños causados por terceros en la vía pública, sin límites en su causalidad jurídica ni fáctica, solución que no imponen las normas sobre responsabilidad en nuestro orden jurídico, aun cuando el hecho lo haya sufrido el personal judicial en ocasión o con motivo de sus funciones.

b) A más de lo expuesto, corresponde señalar que si el peticionante considera válida su pretensión y decide canalizarla a través de un reclamo administrativo, deberá dirigirla ante el Poder Ejecutivo provincial, representante natural del Estado provincial (cfr. art. 214 inc. 1
 de la Constitución provincial).

En el caso no se está impugnando un “acto administrativo” dictado por el T.S.J. sino que se trata de un hecho potencialmente generador de responsabilidad civil extracontractual, por lo que –si desea continuar el reclamo- deberá hacerlo ante el Poder Ejecutivo provincial, jefe de la Administración pública provincial.

5. En cuanto al pedido de audiencia personal, esta Subsecretaría entiende que –en principio- es un tema que debe ser analizado en su oportunidad, mérito o conveniencia por los Sres. vocales del Tribunal y, por lo tanto, no es materia de opinión jurídica.

-III-

CONCLUSIONES

Con las consideraciones jurídicas vertidas se elevan las presentes actuaciones para análisis y decisión del Alto Cuerpo.

Es dictamen.
� El art. 1109 del Código Civil dispone, en su parte pertinente, que “...Todo el que ejecuta un hecho, que por su culpa o negligencia ocasiona un daño a otro, está obligado a la reparación del perjuicio...”.


� El art. 1113 del Código Civil establece que “...La obligación del que ha causado un daño se extiende a los daños que causaren los que están bajo su dependencia, o por las cosas de que se sirve, o que tiene a su cuidado. En los supuestos de daños causados con las cosas, el dueño o guardián, para eximirse de responsabilidad, deberá demostrar que de su parte no hubo culpa; pero si el daño hubiere sido causado por el riesgo o vicio de la cosa, sólo se eximirá total o parcialmente de responsabilidad acreditando la culpa de la víctima o de un tercero por quien no debe responder...”.


� El art. 1114 impone que “...El padre y la madre son solidariamente responsables de los daños causados por sus hijos menores que habiten con ellos,..”.


� El art. 240  ordena que “...El gobernador es el jefe de la Administración de la Provincia y tiene las siguientes atribuciones y deberes: 1. Representar a la Provincia en sus relaciones con la Nación y con las demás provincias...”
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